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Juzgado Primero Administrativo Municipal


León, Guanajuato, a  09 nueve de julio del año 2019 dos mil diecinueve. . . . 
V I S T O para resolver el expediente número 0651/1erJAM/2017-JN, que contiene las actuaciones del proceso administrativo iniciado con motivo de la demanda interpuesta (…) en contra de la DIRECTORA DE IMPUESTOS INMOBILIARIOS Y DEL DIRECTOR DE EJECUCIÓN, ambos del Municipio de León, Guanajuato; y, por ser este el momento procesal oportuno se resuelve, conforme a los siguientes resultandos y subsecuentes considerandos: . . . . . . . . . . . 

R E S U L T A N D O:

Presentación de la demanda.
PRIMERO.- El 13 trece de junio del año 2017 dos mil diecisiete, la parte actora presentó el escrito de demanda en la Oficialía Común de Partes de los Juzgados Administrativos Municipales de León, Guanajuato. . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Prevención a la demanda.


SEGUNDO.-  Por auto de fecha 19 diecinueve de junio del año 2017 dos mil diecisiete, a la parte actora se le requirió para que en el término de 05 cinco días hábiles aclarara su escrito de demanda, apercibiéndole que en caso de incumplimiento se desecharía la demanda. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Admisión de la demanda y pruebas.
TERCERO.- El 23 veintitrés de junio del año 2017 dos mil diecisiete, la parte actora presentó promoción; y, por auto de fecha 28 veintiocho del mismo mes y año, previo cumplimiento a la parte actora se le admitió a trámite la demanda y la documental exhibida a la misma, la que por su especial naturaleza en ese momento se tuvo por desahogada, y la presunción legal y humana en lo que le beneficie; no se admitió la instrumental de actuaciones así como la demanda en contra del Tesorero Municipal y de la Directora General de Ingresos; además  concedió la suspensión. .. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .. . . . . . . .  . . . . 
Contestación de demanda y pruebas.
CUARTO.- El 17 diecisiete de julio del año 2017 dos mil diecisiete, las autoridades presentaron por separado  la contestación a la demanda incoada en su contra; y, por auto del día 20 veinte del mismo mes y año, se les tuvo contestando en tiempo y forma la demanda, admitiéndoseles la prueba documental admitida a la parte actora en el auto de radicación así como la exhibida a su contestación, las que por su especial naturaleza se desahogó en ese momento procesal; previo a acordar respecto de la admisión de las pruebas ofrecidas por el Director de Ejecución y descritas en el inciso b) del punto 01 uno del capítulo de pruebas de su contestación, se le requirió para que en el término de 05 cinco días hábiles las exhibiera en original o copia certificada, apercibiéndole que en caso de incumplimiento se les tendrían por admitidas en copias simples. . . . . . . . . . . . . . . . 
Se exhibe documental.

QUINTO.-  El 10 diez de agosto del año 2017 dos mil diecisiete, el autorizado de las demandadas presentó promoción; y por auto de 15 quince del mismo mes y año, se le tuvo por exhibiendo copia certificada de la documental requerida, por lo que se le admitió como prueba a la autoridad demandada, la que por su propia naturaleza se tuvo por desahogada en ese momento. . . . . . . . . . . . . . 

Se amplia demanda.
SEXTO.- El 28 veintiocho de agosto del año 2017 dos mil diecisiete, la parte actora presentó ampliación de demanda; y, por auto de fecha 31 treinta y uno de ese mismo mes y año, se le tuvo por ampliando la demanda, concediéndole a la autoridad el término de 07 siete días hábiles para dar contestación a la misma. . . .  
Contestación a la ampliación de demanda.

SÉPTIMO.- El 13 trece de septiembre del año 2017 dos mil diecisiete, las autoridades presentaron por separado la contestación a la ampliación de demanda; y por auto de fecha 18 dieciocho de ese mismo mes y año, se les tuvo por contestando la ampliación de demanda en tiempo y forma así como la documental ofrecida y exhibida en el escrito de contestación, la que por su naturaleza se tuvo por desahogada en ese momento procesal; no se admitió al Director de Ejecución la prueba ofrecida en el inciso a) del punto 01 uno  del capítulo de pruebas; además se señaló fecha y hora para que tuviera verificativo el desahogo de la audiencia de alegatos . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Celebración de la audiencia de alegatos.

OCTAVO.- El 20 veinte de octubre del año 2017 dos mil diecisiete, a las 12:00 doce horas, se celebró la audiencia de alegatos prevista en el artículo 286 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, sin la asistencia de las partes y se tuvo a la parte actora por presentando escrito de alegatos; por lo que se procede a emitir la sentencia que en derecho corresponde. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
C O N S I D E R A N D O:

Competencia de este Juzgado.

PRIMERO.- Que conforme a lo previsto por los artículos 243 párrafo  segundo y 244 de la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato; 1 fracción II y 3 párrafo segundo, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, este Juzgado Primero Administrativo Municipal, por razón de turno, es competente para tramitar y resolver este proceso por impugnarse  actos imputados a la Directora de Impuestos Inmobiliarios y del  Director de Ejecución, ambos del Municipio  de León, Guanajuato. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Existencia del acto impugnado.
SEGUNDO.- Del análisis integral del escrito de demanda, sus anexos así como de su ampliación,  la parte actora impugna: a).- La  falta de determinación y notificación legal de un supuesto crédito fiscal identificado como PR-2017-00927625, por la cantidad de $48,119.13 (cuarenta y ocho mil ciento diecinueve pesos 13/100 moneda nacional), integrado por los conceptos: impuesto predial, impuestos omitidos, recargos de predial, recargos en impuestos  omitidos y gastos de ejecución,  ello por los periodos 2014/2 al 2017/2, respecto al inmueble ubicado en (…) esta ciudad,  registrado con cuenta predial 01-A-C44815-001; b).- Requerimiento de Pago, de fecha 20 veinte de abril del año 2016 dos mil dieciséis; c).- Mandamiento de Embargo de fecha 03 tres de mayo del año 2017 dos mil diecisiete; y, d).- Acta de embargo de fecha 24 veinticuatro de mayo del año 2017 dos mil diecisiete. Actos cuya existencia se encuentran acreditados en el proceso, con las  copias certificadas de  las constancias del procedimiento administrativo de ejecución  que exhibió la autoridad demandada, y que obran a fojas 57 cincuenta y siete a 65 sesenta y cinco. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Causales de improcedencia.
TERCERO.- Que conforme a lo estipulado por el artículo 261 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, por tratarse de cuestiones de orden público, previamente al estudio del fondo, el Juzgador de oficio o a instancia de parte debe proceder al análisis de las causales de improcedencia previstas en este artículo. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Las autoridades  aducen  que se actualiza la causal de improcedencia prevista en la fracción I del citado artículo 261, en razón de que no se afecta el interés jurídico del actor. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . 

Para este resolutor, la causal de improcedencia es INFUNDADA para decretar el sobreseimiento del proceso, toda vez que el acto impugnado si afecta la esfera jurídica del impetrante, acorde a lo vertido en el siguiente considerando. . . . . 

Ante lo infundado de la causal de improcedencia analizada y estimando además que de autos se advierte que no se actualiza ninguna otra causal de las previstas en el citado artículo 261, por lo tanto, se procede en el siguiente considerando al estudio de los conceptos de impugnación esgrimidos en el escrito de demanda.. . . .  .. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Análisis de los conceptos de impugnación.

CUARTO.- Que la parte actora en el primer concepto de impugnación de su escrito de demanda alega,  que el crédito fiscal impugnado es ilegal y viola en su perjuicio los dispuesto por los artículo 79, fracción I, 81, párrafo primero y 84, párrafo primero, de la Ley de Hacienda para los Municipios del Estado de Guanajuato [-los transcribe-]; que la demandada le deja en completo estado de indefensión, toda vez que no le ha sido  notificado el documento que contiene el crédito fiscal que supuestamente existe en su contra; y, niega lisa y llanamente se le haya notificado y entregado . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  
En tanto, las autoridades en la contestación de demanda no aducen argumento alguno respecto a la negativa planteada por la parte actora. . . . . . . . . . . 

Para este resolutor, ese concepto de impugnación es FUNDADO, en mérito de las razones lógicas y jurídicas siguientes: . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . .  . . . . . 
De acuerdo a lo establecido por los artículos 44 y 45 de la Ley de Hacienda para los Municipios del Estado de Guanajuato, se establece en esencia que el crédito fiscal es la obligación determinada en cantidad liquida conforme al nacimiento de las disposiciones vigentes, el cual además deberá de pagarse en la fecha o dentro del plazo fijado en la ley y a falta de disposición expresa, deberá pagarse dentro de los quince días siguientes al nacimiento de la obligación fiscal o la fecha en que haya surtido efectos la notificación del mismo; preceptos normativos que se lee: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
“Artículo 44. El crédito fiscal es la obligación determinada en cantidad líquida conforme a las disposiciones vigentes en el momento de su nacimiento, siéndole aplicables las normas sobre procedimientos que se expidan con posterioridad, para efectos de su pago voluntario o del requerimiento del mismo en los términos de Ley. 

ARTÍCULO 45. El crédito fiscal debe pagarse en la fecha o dentro del plazo señalado en las disposiciones respectivas. A falta de disposición expresa, deberá pagarse dentro de los quince días siguientes al nacimiento de la obligación fiscal o de la fecha en que haya surtido efectos la notificación del mismo.”. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Así las cosas, tenemos que el justiciable niega lisa y llanamente que se le haya notificado la determinación del crédito fiscal combatido, por lo que conforme a lo señalado por el artículo 51, fracción I, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, a la autoridad demandada le corresponde probar que previo a requerir coactivamente el crédito fiscal se le haya dado a conocer a la impetrante el crédito fiscal; lo anterior es así, ya que la negativa no envuelve ninguna afirmación expresa, conforme a lo estipulado por el citado artículo 51, fracción I, el cual reza: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
“ARTÍCULO 51.- Al que niega sólo le corresponde probar, cuando:

I.- La negación envuelva la afirmación expresa de un hecho;”. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
En este sentido, la autoridad demandada tiene la carga de la prueba para demostrar que la parte justiciable fue formalmente notificada del crédito fiscal, previamente. . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
Sin embargo, la autoridad demandada no aportó al proceso la o las determinaciones del o  los créditos fiscales por concepto de impuesto predial  correspondiente a los ejercicios fiscales  del segundo bimestre del año 2014 dos mil catorce  al segundo bimestre del año 2017 dos mil diecisiete, así  como las constancias relativas a su notificación, practicada previamente  al inicio del procedimiento administrativo de ejecución,  por ende no desvirtuó esa negativa  lisa  y llana, esto es, en otras palabras, demostrar que la parte actora le fue notificado el o los créditos fiscales, aspecto que constituye el sustento y motivo legal para requerir coactivamente su cobro en términos de lo previsto en la Ley de Hacienda para los Municipios del Estado de Guanajuato. Elementos que necesariamente debe conocer el afectado para cerciorarse de si se dio o no esa notificación, pues de lo contrario queda imposibilitado para rebatir el cobro del crédito fiscal con pleno conocimiento de causa, dejándosele con ello en estado parcial de indefensión. . . . . 

Por lo que hace a las pruebas que exhibe la autoridad demandada,  estas no desestiman la negativa lisa y llana vertida por quien demanda, en virtud de que las mismas se tratan de actos distintos a la determinación y notificación del crédito fiscal controvertido, ya que estas son parte integrante de un procedimiento administrativo de ejecución, así como lo relativo  a la declaración del pago de impuesto sobre traslación de dominio . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .. . . . . . . . . . . . . . . . . 

De este modo, si no quedó acreditado que la parte actora le fue notificado las determinaciones del o los créditos fiscales por concepto de impuesto predial respectivamente del segundo bimestre  del año 2014 dos mil catorce al segundo bimestre del año 2017 dos mil diecisiete,  respecto al bien inmueble registrado con cuenta predial 01-A-C44815-001, de acuerdo a lo estipulado por los artículos 23, 43, 44 y 45 de la citada Ley de Hacienda para los Municipios, no era acorde a derecho iniciar los actos de ejecución  coactiva y por ende determinar el cobro de recargos y gastos de ejecución. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  .
Sirva de apoyo la Tesis 2a./J.209/2007, emitida por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, Novena Época; Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XXVI Diciembre de 2007, Pag. 203; registro: 170712, que reza: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
“JUICIO DE NULIDAD. SI EL ACTOR NIEGA CONOCER EL ACTO ADMINISTRATIVO, LA AUTORIDAD AL CONTESTAR LA DEMANDA DEBE EXHIBIR CONSTANCIA DE ÉSTE Y DE SU NOTIFICACIÓN Si bien es cierto que el artículo 68 del Código Fiscal de la Federación contiene el principio de presunción de legalidad de los actos y las resoluciones de las autoridades fiscales, también lo es que el propio precepto establece la excepción consistente en que la autoridad debe probar los hechos que motiven los actos o resoluciones cuando el afectado los niegue lisa y llanamente. De ahí que el artículo 209 bis, fracción II, del indicado Código, vigente hasta el 31 de diciembre de 2005 (cuyo contenido sustancial reproduce el artículo 16, fracción II, de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo) disponga que, cuando el actor en el juicio contencioso administrativo niegue conocer el acto administrativo impugnado, porque no le fue notificado o lo fue ilegalmente, así lo debe expresar en su demanda, señalando la autoridad a quien atribuye el acto, su notificación o su ejecución, lo que genera la obligación a cargo de la autoridad correspondiente de exhibir al contestar la demanda, constancia del acto administrativo de que se trate y de su notificación, para que el actor tenga oportunidad de combatirlos en la ampliación de la demanda. Lo anterior, porque al establecerse tal obligación para la autoridad administrativa, el legislador previó la existencia de un derecho a favor del contribuyente, a fin de que durante el procedimiento contencioso administrativo se respete su garantía de audiencia y, por ende, los principios de certidumbre y de seguridad jurídica de los que debe gozar, contenidos en los artículos 14 y 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, evitando así que quede sin defensa ante la imposibilidad legal de combatir actos autoritarios de molestia de los que argumenta no tener conocimiento, máxime que según lo ha sostenido la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación al interpretar los artículos 207 y 210 del mismo ordenamiento fiscal, el Magistrado instructor, al acordar sobre la admisión del escrito por el que se contesta la demanda de nulidad, debe otorgar a la actora el plazo de 20 días para ampliarla, pues de lo contrario se le dejaría en estado de indefensión al proscribir su derecho a controvertir aquellas cuestiones que desconoce o que la demandada introduce en su contestación.”. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Asimismo, el criterio: Tesis IV.1o.A.32 A criterio de la Novena Época, fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XXIII, Abril de 2006; pag. 987; registro: 175350, que reza: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . .
“CRÉDITO FISCAL. CUANDO EL ACTOR NIEGA LISA Y LLANAMENTE SU ORIGEN Y NOTIFICACIÓN CORRESPONDE A LA AUTORIDAD DEMANDADA LA CARGA DE LA PRUEBA. Conforme al artículo 68 del Código Fiscal de la Federación, los actos y resoluciones de las autoridades fiscales se presumirán legales; empero, éstas deberán probar los hechos que motiven los actos o resoluciones si el afectado los niega lisa y llanamente, excepto cuando la negativa implique la afirmación de un hecho diverso. De lo anterior, se deduce que la presunción de legalidad a que alude dicho numeral subsiste en principio, por disponerlo así en forma categórica el propio precepto, pero ante la negativa lisa y llana del actor respecto al conocimiento del origen del crédito y su respectiva notificación, la autoridad demandada debe demostrar con toda claridad y precisión su motivo o causa generadora, así como la forma y términos en que se llevó a cabo la notificación respectiva.”. . . . . . . . . . . . . . . 
Además, el localizable en los Criterios del  TJA-GTO 2000-2010, visible al rubro:. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
“19.NEGATIVA LISA Y LLANA. CONSECUENCIAS DE LA.- El artículo 47 de Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato dispone que los actos y resoluciones de las autoridades se presumirán legales, pero éstas deberán probar los hechos que los motiven, cuando el afectado los niegue lisa y llanamente, a menos que esa negativa implique la afirmación de otro hecho. En este supuesto, si el particular niega lisa y llanamente la existencia de la orden de visita, así como el desahogo del procedimiento 335 de inspección, corresponde a la autoridad exhibir los documentos que acreditan la existencia de dichos actos, a fin de que el afectado tenga oportunidad de combatirlos en una eventual ampliación de la demanda. (Expediente 219/3ª Sala/2010. Sentencia de fecha 10 diez de mayo de 2010 dos mil diez. Actor: Martha Leticia Aguirre Vaca.)”. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
No  es óbice de lo anterior el hecho  que la autoridad demandada al momento de producir la contestación a la demanda y previo requerimiento haya exhibido como prueba de su parte el registro de pago de impuesto predial de fecha 20  veinte de abril del año 2016 dos mil dieciséis, en tanto que con el mismo no demuestra y mucho menos se motiva que con antelación a su emisión, se hubiera acatado lo que establece el artículo 23 de la Ley de Hacienda para los Municipios del Estado de Guanajuato; es decir, que la autoridad competente hubiera determinado el crédito y demostrar con la documental correspondiente que el mismo así como su notificación se hicieran del conocimiento de quien demanda, de aquí que tal probanza únicamente demuestra el acto con que se pretende la ejecución correspondiente, y  por ende resulta insuficiente para legitimar los actos de ejecución combatidos. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .. . . . .  
Asimismo, no pasa inadvertido que la Directora de Impuestos Inmobiliarios demandada aduzca en la contestación de los hechos, que respecto al correlativo 4 cuatro y 5 cinco,  respectivamente lo niega por no ser un hecho propio, al no contar con facultades para realizar determinaciones, sin embargo la misma al producir la contestación a la ampliación, en su capítulo de contestación a los conceptos de impugnación señala que  de acuerdo al artículo 57, fracción II del Reglamento Interior de la Administración  Pública Municipal de León, Guanajuato, refiere que tiene la atribución de determinar  las contribuciones a la propiedad inmobiliaria y por tanto sostiene la legalidad del supuesto crédito fiscal que al contestar la demanda no es un hecho propio, de aquí que resulta contradictorio su argumento tendente a desconocer la existencia del supuesto crédito fiscal controvertido; amén de que tampoco indicó en su defecto quien es la autoridad competente para determinar el crédito por impuesto predial que motiva los actos de ejecución, y ante esa negativa de emisión del acto, debe relevarse a la parte actora de probar el hecho relativo a que fue la Directora de Impuestos Inmobiliarios demandada determinó el supuesto crédito fiscal. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  ..  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . 
En ese orden de ideas, el acto impugnado no cumple con el elemento de validez exigido por el artículo 137, fracción VI del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, por encontrarse indebidamente fundado y motivado; elemento que deben satisfacer los actos administrativos, estos últimos entendidos en su acepción amplia, por ello, no existe impedimento para incluir los actos emitidos por las autoridades fiscales; formalidad que se incumplió al haber exigido coactivamente el cobro de un crédito, sin haber acreditado la existencia  de la determinación y liquidación del crédito fiscal, ni mucho menos su notificación. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

En ese sentido, el  acto  impugnado  afecta de manera directa e inmediata su esfera jurídica de la parte actora, ya que se vulneran en su perjuicio el derecho fundamental de seguridad jurídica tutelado por los artículos 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 137, fracción VI, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato; y, 4 de la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato, 44, 45 y 92 de la Ley de Hacienda para los Municipios del Estado de Guanajuato. . . . . . 
En consecuencia, con fundamento en lo establecido en el artículo 300, fracción II, del mismo Código de Procedimiento y Justicia Administrativa, lo procedente es declarar la nulidad total del supuesto crédito fiscal por la cantidad de $48,119.13 (cuarenta y ocho mil ciento diecinueve pesos 13/100 moneda nacional), integrado por los conceptos: impuesto predial, impuestos omitidos, recargos de predial, recargos en impuestos  omitidos y gastos de ejecución,  ello por los periodos 2014/2 al 2017/2, respecto al inmueble ubicado en (…) esta ciudad,  registrado con cuenta predial 01-A-C44815-001; así como de sus actos consecuentes, entre los cuales se encuentra el requerimiento de pago, de fecha 20 veinte de abril del año 2016 dos mil dieciséis, mandamiento de embargo de fecha 03 tres de mayo del año 2017 dos mil diecisiete; y, acta de embargo de fecha 24 veinticuatro de mayo del año 2017 dos mil diecisiete;  lo anterior en virtud de que los actos consecuentes son frutos de un acto viciado de origen. . . . . . . . . . . . . . . . .  
Resulta ilustrativo como criterio orientador el sostenido por el Primer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa  del  Primer  Circuito, de la Séptima Época, Apéndice de 1995, Tomo VI, Parte TCC, Tesis 565, Página 376, bajo el rubro: . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . .. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . 
“ACTOS VICIADOS, FRUTOS DE. Si un acto o diligencia de la autoridad está viciado y resulta inconstitucional, todos los actos derivados de él, o que se apoyen en él, o que en alguna forma estén condicionados por él, resultan también inconstitucionales por su origen, y los tribunales no deben darles valor legal, ya que de hacerlo, por una parte alentarían prácticas viciosas, cuyos frutos serían aprovechables por quienes las realizan y, por otra parte, los tribunales se harían en alguna forma partícipes de tal conducta irregular, al otorgar a tales actos valor legal.” . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Estudio innecesario de los demás conceptos de impugnación.

QUINTO.- Que en la especie se estudia de manera preferente la negativa lisa y llana que hace la parte actora, por estimarse un agravio de consecuencias contundentes, lo que le representa un mayor beneficio al impedir a la autoridad actuar nuevamente en el mismo sentido en su perjuicio y de este modo brindar justicia de manera completa, tal y como lo dispone el artículo 17 Constitucional; y, la argumentación esgrimida y analizada en el considerando que antecede, es suficiente para declarar la nulidad de los actos impugnados, por lo que resulta innecesario el estudio de los demás argumentos esgrimidos en la demanda, toda vez que de proceder alguno de éstos, en nada variaría el sentido de esta sentencia; sirve de apoyo la tesis que a la letra dice: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN, ESTUDIO INNECESARIO DE LOS.- Si al examinar los conceptos de violación invocados en la demanda de amparo resulta fundado uno de estos y el mismo es suficiente para otorgar al peticionario de garantías la protección y el amparo de la justicia federal, resulta innecesario el estudio de los demás motivos de queja”. Tercera Sala, 
Séptima época, Volumen 157-162. Cuarta Parte, visible a página 32.  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Por lo expuesto y además con fundamento en los artículos 243 párrafo  segundo y 244 de la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato; 1 fracción II, 3 párrafo segundo, 287, 298, 299, 300 fracciones II, V y VI, y 302 fracción II, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, se RESUELVE: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . 

PRIMERO.- Este Juzgado Primero Administrativo Municipal, por razón de turno, resultó competente para tramitar y resolver este proceso administrativo. .  . . . 

SEGUNDO.- Resultó INFUNDADA la causal de improcedencia que decreta el sobreseimiento del proceso, acorde a lo señalado en el tercer considerando de este fallo. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . 
TERCERO.- Se declara la NULIDAD TOTAL del supuesto crédito fiscal por la cantidad de $48,119.13 (cuarenta y ocho mil ciento diecinueve pesos 13/100 moneda nacional), integrado por los conceptos: impuesto predial, impuestos omitidos, recargos de predial, recargos en impuestos  omitidos y gastos de ejecución,  ello por los periodos 2014/2 al 2017/2, respecto al inmueble ubicado en (…) esta ciudad,  registrado con cuenta predial 01-A-C44815-001, así como de sus actos consecuentes como lo es el requerimiento de pago, de fecha 20 veinte de abril del año 2016 dos mil dieciséis; mandamiento de embargo de fecha 03 tres de mayo del año 2017 dos mil diecisiete; y, acta de embargo de fecha 24 veinticuatro de mayo del año 2017 dos mil diecisiete lo anterior por las razones expresadas en el cuarto considerando de esta sentencia. . 
Notifíquese a la autoridad demandada por oficio y a la parte actora personalmente en el domicilio señalado en autos. . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . 

En su oportunidad, archívese este expediente, como asunto totalmente concluido y dese de baja en el Libro de Registros de este Juzgado. . . . . . .  . . . . . . . 

Así lo resolvió y firma, en 4 cuatro tantos, el MAESTRO JOSÉ JORGE PÉREZ COLUNGA, Juez Titular del Juzgado Primero Administrativo Municipal de León, Guanajuato, quien actúa asistido en forma legal con Secretaria de Estudio y Cuenta, Licenciada OFELIA GÓMEZ HERNÁNDEZ, que da fe. . . . . . . . . . . . . . . . . 
